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HKIirifl COSTRA 



£1, GOBIERNO DEL DISTRITO, 



IICUISOS DE HU ISTEHO UUI 
El BKin OFIGIAL NUOR E>ÍCtB6AM DEL DKFAt» 



DEL MINISTERIO DE JUSTICIA, 



rOÜTRt U KEKTiüai KnHITlVl m El ^OR JIKZ ^? DE U CIVIL 
PinrO CtNBEXANDO Al KIASDADO. 



THfKRNTADEL COMERCIO, 1>E N. CHAVEZ, 

Calle de Cordobanes iitlni. 8. 



Ifil jgicío que el Lie. D. Garlos Gañera inieió en el fuera 
especial de la Federación contra el Gobierno del Distrito, 
y que después siguió y terminó ante el señor Juez 3? de 
lo Civil Lie. D. Garlos Escobar, por haber declarado el se- 
ñor Juez 1? de Distrito, á petición del señor Prottiotor fis- 
cal, que era incompetente la Justicia de la ünion para co- 
nocer de la rescisión de un contrato relativo á la materia 
de panteones de esta capital, celebrado con aquel Gobier- 
no, ha dado mérito para que el Sr. D. José Diaz Govarru- 
bias, Oficial Mayor encargado del despacho del Ministerio de 
Justicia é Instrucción Pública, no solo intentara que el se- 
ñor Juez suspendiese sus procedimientos en el juicio, sino 
que directamente tomara el papel de acusador y quisiese exi- 
jirle una responsabilidad ante el Tribunal Superior del Dis* 
trito: que después viniendo al juicio en que no tenia carác- 
ter ni representación alguna legal, introdujera el recurso de 
casación á los dos meses de notifica(]a la sentencia á las par- 
tes, el que no podia menos de declararse improcedente y 
estemporáneo; y que en seguida hiciera uso del medio de 
la denegada casación, para pedir el certificado respectivo 
que se le ha mandado estender y que no ha sacado aún. 

Nos ha parecido que el respeto que se debe á los funcio- 
narios encargados de la Administración de Justicia, exigía 
de nuestra parte que procurásemos la publicación de las 
comunicaciones que han mediado entre el señor Oficial 
Mayor del" Ministerio de Justicia y el señor juez 39 de lo 
Oivil, así como la acusación, el informe con justificación 



readido por este señor juez, el pedimento del señor Fis- 
cal primero del Tribunal Superior, Lie. D. Isidoro Guerre- 
ro, y la sentencia dictada por la 3? Sala del propio Tribu- 
nal, Compuesta de los Sres. Magistrados Licenciados D. 
Carlos Bchenique, D. José Marm Herrera y D. Ambrosio 
Moreno. Así se formará juicio exacto de la cuestión prin- 
cipal y de los desagradables incidentes á que ha dado mé- 
rito la irregularidad de las exigencias del señor Oficial Ma- 
yor; y así quedará peifectamente demostrado, que el señor 
juez 3^ de lo Civil fué exacto y nimio en el cumplimiento 
de sus deberes, y no dio mérito, ni próximo ni remoto, pa- 
ra que contre^él se intentara una responsabilidad que, aun- 
que infundada, baria vacilar por lo pronto el buen nombre 
que le han merecido su reconocida probidad, su celo por la 
pronta y recta administración de justicia, y sus buenos co- 
nocimientos jurídicos. 

UNOS AMICIOS 

iíkij señor juez Lie. D. Caulos Escobar. 



México, Marzo 22 de 1873. 
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COMÜNICACXON^ dirigida por el señor Oftcial Mayor del Minis- 
terio de Justicia, al señor juez 3? de lo civil, estrañándole su 
conducta por haber conocido de la cuestión promovida al Go- 
bierno del Distrito por el Lie. D. C. Carrera, y ordenándole que 
suspendiera sus procedimientos. 



Ministerio de Justicia é Iiistrucciou Pdblica. — Sección 
1? — El Gobierno del Distrito manifestó á ese Juzgado con 
toda oportunidad, que habiendo acaecido la clausura de los 
panteones, por acuerdo del Ejecutivo Federal, á este y no 
á él se debia demandar por el O. Carlos Carrera, la indem- 
nización de cuya demanda vd. conoce. 

La disposición suprema para la clausura del panteón 
que motiva esta demanda, no és desconocida de ese Juz- 
gado, toda vez que se publicó en el "Diario Oficial;'^ y por 
lo mismo no debe ser desconocido para vd., que los intere- 
ses federales están afectos á dicha indemnización. 

En este caso vd. no ignora tampoco que en todo lo que 
afecta los intereses de la Federación, no es competente pa- 
ra conocer judicialmente un juez del orden común en la 
jurisdicción ordinaria. 

Ventilando aun quien deba conocer y quien representar 
al Grobierno, ni se ha presentado ante vd. persona alguna 
en representación del demandado, ni consta á esta Secreta- 
ría que ese Juzgado ha»ya cumplido en lo conducente con 
lo prevenido en el art. 1385 del Código de Procedimientos. 



G 

Por estas cousideracioues, el O. Presidente ha ténidoj 
bien acordar se diga á vd., sin que por esto se entienda < 
se ingiere en los procedimientos judiciales, que entre 
se resuelve quien, y ante quien se ha de representar al 
bierno General, en esta cuestión, suspenda vd. los pn 
dímíentos, salvo en el caso de prohibición legal. 

Lo comunico á vd. para su conocimiento y fines coná 
guíentes. 

Independencia y Libertad. México, Enero 23 de 1873.J 
J. Díaz Covarrubias. — O. juez 3? de lo civil. — ^Present^. ' 
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CONTESTACIÓN á la anterior comunicación del señor juez 3? 
lo civil, informando sobre sus procedimientos y pidiendo 
se revocase la orden de 8nsp<*neion, que no podia cumplí 
faltar Á su deber. 



Juzgado 39 de lo Civil. — xVyer á las seis de la tarde 
recibido la nota oficial que se sirvió vd. dirigirme con fec 
23 del corriente, en la que me comunica el acuerdo ^1 
Presidente de la Bepública^ para que suspenda la sustaii< 
ciacion del juicio que sobre rescisión de contrato é indem^ 
nizacion de daños y perjuicios, ha seguido el O. Oárlofl 
Carrera, contra el Gobierno del Distrito, la que me apre- 
suro á contestar, rindiendo un detallado informe de lo que 
ha pasado en ese negocio, para que conocidos con exacti- 
tud los hechos, el C. Presidente y vd. mismo se conven 
zan de que no me he separado ni un ápice de las prescrip- 
ciones legales en mis procedimientos, por lo que no creo 
haber dado mérito á la severidad de esa nota; lo que pro- 
curaré dejar demostrado de una manera satisfactoria. 

El C. Carrera no inició ante mf su reclamación contra el 
Gobierno del Distrito: antes habia ocurrido al primero de 
los Juzgados que en esta ciudad despachan los negocios en 
que la Federación está interesada: en él demandó al G. 
Gobernador; en él el C. Promotor Fiscal sostuvo que la 



usticia Federal era incompeteute para conocer de la cues- 
ion promovida, por pertenecer al fuero común; y en él, 
lustanciado el respectivo artículo, se declaró el O. juez in- 
^mpetente en el sentido de las conclusiones del represén- 
ifcante de los intereses federales. Las partes se conformaron 
con esa decisión, y la del actor vino á reproducir su deraan- 
cía al Juzgado que tengo el honor de servir. 

* Después de aquella decisión y sobre todo en espera de 
que el demandado hiciera, uso de sus defensas, inclusa la de 
incompetencia si creía que cabia en el caso, le mandé cor- 
rer traslado de la demanda, y trascurridos los nueve diá»s 
designados por el art. 529 del Código de procedimientos 
civiles y acusándosele una rebeldía, di por contestada la 
demanda, según lo dispuesto en el art. 560, lo que se hizo 
saber al C. Gobernador, así como que el negocio se abria á 
prueb^. En el curso de la dilación acordada para que esta 
fuera rendida, el O. secretario del Gobierno del Distrito 
me dirigió una comunicación de orden del O. Gobernador, 
olvidando la naturaleza del negocio que se hallaba entre 
mis manos, considerando que se trataba de una cuestión 
administrativa que tiene otras formas, y creyendo que po- 
día entenderse de igual á igual con su juez, ó con el queden 
aquellos momentos lo era para él mientras no se le decía 
rase incompetente. El O. secretario, repito, cumpliendo 
con la orden de su superior, me indicaba que ni era perso- 
na para o-íurrir al juicio, ni yo tenia autoridad para cono- 
cer del negocio, por lo que declinaba mi jurisdicción, repi- 
tiendo esto mismo en otras dos ó tres veces, con referencia 
en alguna á las órdenes que habia recibido del Ministerio 
de Gobernación, en las que se anunciaba que ya se daban 
las instrucciones convenientes al O. Procurador General, á 
fln de que promoviera lo que correspondiese. Mandé dar 
vista de aquella comunicación á la parte de Carrera, y esta 
contestó que no debia tomarse en consideración, ya por la 
manera con que venia á introducirse la escepcion; ya por- 
que habia trascurrido con esceso el tiempo designado para 
usar de las defensas * dilatorias, conforme á lo dispuesto en 
el art. 567 del Código de Procedimientos; ya porque el sis- 
tema de ese Código ha abolido la declinatoria de jurisdic- 
ción, dando hoy las cuestiones de competencia lugar solo á 
la inhibitoria y á los conflictos jurisdiccionales, según es- 
presamente está resuelto en el art. 232 y siguientes; y co- 
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mo era fundada esa oposición, creí de mi deber declararrki 
así, disponiendo que el juicio siguiera sus trámites ha*st9^ 
recibir la inhibitoria, que esperaba yo de un mojnento ¿H 
otro segan las indicaciones becbas por la parte demandaid^ 
lo que se notificó en debida forma á los litigantes* i 

La dilaciá)n probatoria que babia quedado susf)ensa por^ 
causa de aquel incidente, siguió su curso y concluyó rin- 1 
diendo la parte de CaiTcra, siempre con citación contraria, i 
los justificantes que creyó apoyaban su intención, y la pu- 
blicación se hizo con las solemnidades que el Código exige. 3 

Se citó en seguida la junta de avenencia prevenida en el 
capítulo XVI ^tulo VI de aquella ley, y no habiendo te- ¿ 
nido lugar por no haberse presentado el O. Goberuador, 
mandé correr los últimos traslados pai\a los alegatos de , 
buena prueba: fué evacuado el del actor, no haciéndolo el : 
demandado por su parte; y previa la correspondiente rebel- 
día mandó citar para sentencia. — Hechas las nocifiákcio- , 
nes, dicté el fallo definitivo, condeíiando al Gobierno del 
Distrito á la rescisión del contrato, á la indemnización de í 
danos y ¡perjuicios comprobados y al pago de los gastos 1 
judiciales, según los fundamentos de hecho y de derecho- 
que rehallan espendidí»s en ese fallo, el cual se hizo saber á 
las partes. — Trascurrido el plazo dentro del que podia ha- 
cerse uso de la ai)elacion, el O. Carrera pidió que se decla- 
rara la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, y 
solo siete dias después de haberse notificado la sentencia, al 
O. Gobernador, lo que tuvo lugar el 31 del mes próxinao 
pasado, fué cuando el dia 10 del actual ocurrió á su secre- 
tario venir á introducir la alzada. Del escrito de Carrera 
mandé correr traslado á la parte demandada, como lo pre- 
viene el art. 887 del (Código, y sin ser evacuado, previa la 
rebeldía, mandé citar en artículo y lo decidí declarando 
que la sentencia estaba ejecutoriada. — En ese estado el 
negocio, fue en mi poder la comunicación que con fecha 24 
del corriente me fué dirigida siempre por el secretario del 
Gobierno del Distrito, que contesté al dia siguiente, y que 
tuve el honor de trascribir á vd. así como mi respuesta, pa 
ra conocimiento del C. Presidente de la Eepública. 

Con la referencia, tan verídica como minuciosa, que he 
hecho del curso seguido por el juicio promovido por el O. 
Carlos Carrera; contra el Gobierno del Distrito, y que ha 
egado ya á su conclusión, me parece que sin un grande 
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esfuer/iO ha quedado demostrado: — 19 Que escí lípulosa- 
mente he procurado cumplir con las prescripciones del Oó- 
digo de Procedimientos en la sust>anciacion de ese juicio; — 
2? Que si ha habido poco cuidado en la defensa de los in- 
tereses federales ó locales del Distrito, no es á mí á quien 
se puede echar la culpa de ello; — 39 Que no es cierto que 
oportunamente el Gobierno del Distrito me hubiese mani- 
festado que la clausura de los panteones, emanada del Eje- 
cutivo Federal, hacia que á aquel y no á este debia de- 
mandar el O. Carrera, pues que ya se ha visto que trascur- 
rido el término en que eran de oponerse las escepciones di 
latorias y aun las perentorias, corriendo el de prueba se 
hizo aquella indicación, irregularmente por la forma y es- 
temporáneamente por el fondo; — 49 Que aunque á mi no- 
ticia hubiera llegado, porque se publicase en el "Diario 
Oficialji^^' que los panteones se cerraron por disposición su- 
prema, no era esta una razón para que, en negocio de par- 
te, yo de oficio hubiese cerrado la puerta del tribunal al 
demandante, cuando el deitiandado tenia espedidos los me- 
dios legales, que no aprovechó, para defenderse, sostenien- 
do mi incompetencia á donde correspondiera y no limitán- 
dose á anunciármela, puesto que el O. Gobernador así co- 
mo su secretario son abogados -que conocen las prescrip- 
ciones del Código de Procedimientos; — 59 Que aunque 
en efecto no ignoro que, en todo U> qwe afecta á losi. in- 
tereses federales, no es compétente para decidir un Juez 
del orden común, yo veia que la autoridad federal, á so- 
licitud del representante de aquellos intereses que de- 
be vigilar por ellos, declaró incompetente á la misma 
justicia federal para conocer de una cuestión que se re- 
putó del orden común, lo que para mí era un antecedente 
respetable para afirmar mi jurisdicción, que derivaba de la 
naturaleza del contrato, de la autoridad que en él intervino 
y de los intereses que en él fc afectaban; y yo observaba 
sobre todo, como he indicado en la conclusión anterior, que 
la parte, y no el Juez de oficio, era la que debia haber pro- 
curado la inhibitoria que no llegué á recibir; — 09 Que hay 
una grave equivocación al suponer que aun se ventila quien 
debe conocer y quien ha de representar al Gobiernoj por- 
que no existen tales cuestiones pendientes, puesto que la 
de declinatoria seguida en el Juzgado 19 fle Distrito, se re- 
solvió en auto que causó ejecutoria contra la petición del 
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actor, y puesto que ante luí nunca han llegado á forinali-l 
zarse oportuna ni legalmente; lo que, así como Jas peticio-! 
ues del O. Carrera rae obligaron á seguir los prooedinn len- 
tos hasta dictar sentencia definitiva; y si no se ha presen- 
tado persona en representación del demandado á sostener! 
sus defensas, no me parece que ese sea un cargo contra mí, 
porque cada paso que se ha dado en el juicio se ha hecho 
saber al C Gobernador, desde correrle traslado de la de- 
manda; y porque tampoco es culpa mia que ese ciudadano 
no haya comprendido nuestras situaciones respectivas, y 
que haj^a creído que en actos judiciales en que era llamado 
como litigante, podía entenderse con el Juez por medio de 
notas oficiales, ni siquiera dirijidas por el mismo, sino por 
su secretario, que era estrauo á la cuestión; revelando la 
conducta del Juez y del mismo demandado que no nos ha- 
llábamos en el caso del iirt. 1386 del Código do procedi- 
mientos que se sirve vd. citarme. 

Establecidos estos precedentes que sin duda no son co- 
nocidos en su plenitud por el (f. Presidente, estoy seguro 
de que llegando á su noticia, guiado por su alta inteligen- 
cia, por sus profundos conocimientos en el derecho y por la 
ciencia que tiene de la independencia del poder judicial, se 
servirá revocar su respetable acuerdo para que yo suspenda 
mis procedimientos, lo que no podría hacer sino incurrien- 
do en una muy severa^ clarísima responsabilidad, y lo que 
estoy seguro de que nunca se ha hallado en el recto ánincio 
del primer Magistrado de la Nación. 

Suplico á vd. que tenga a bien dar cuenta de este itifor- 
me al O. Presidente y obtener la revocación de aquel acuer- 
do, convencido, como creo que lo quedará también, de que 
en nada he desmerecido de la confianza que en mi depósi- 
to el Supremo Gobierno, al encargarme de la administra- 
ción de justicia en la capita»! de la Eepúbliea. 

Independencia y Libertad. México, Enero 26 de 1873. — 
Oárlos M. JEscohar. 

C. Oficial Mayor encargado del despacho del Ministerio 
de Justicia. • 
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^ETé señor Oficial Mayor insiste en la orden de suspensión y anuncia 
que, estimando el Ejecutivo (jue el señor Juez habia incurrido en 
una responsabilidad f se dirijia al Tribunal Superior para que la 
hiciera efectiva. 

m 

Ministerio de Justicia é Instrucción Publica. — Sección 
1? — Impuesto el O. Presidente de la República, del oficio 
ele vd. fecha de antier, en el que después de informar mi- 
nuciosamente sobre todo lo ocurrido en el juicio promovi- 
do por el O. Carlos Carrera, contra el írobiemo del Distri- 
to, sobre rescisión de contrato, pide se revoque el acuerdo 
supremo por el que se le mandó que suspendiera vd. sus 
procedimientos en este negocio, si para ello no babia prohí' 
JHcion legal^ y sin que se entienda que se ingeria el Ejecuti- 
vo en Us procedimientos judiciales; q\ mismo C. Presidente 
ha tenido á bien acordaí^ diga & vd. en contestación, que 
no solo no se puede hacer la revocación que solicita, sino 
que el Ejecutivo estima que ha incurrido vd. en responsa- 
bilidad, y ya se da conocimiento de todo al Tiibunal Supe- 
rior, para que proceda conforme á derecho. 

Comunicólo á vd. para su conocimiento y fines consv- 
guientes. ^ 

Independencia y Libertad. México, Enero 28 de 1873. — 
J. Diaz Covamibias. 

C. Juez 39 de lo Civil. — ^Presente, i 
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LiA ^ Bala del Tribunal Huperior, insertando la acusación fonnu- 
lada por el Ministerio de Justicia, pide sobre ella informe con 
justificación al señor Juez. 

Tribunal Superior del Distrito. — 3? Sala. — En este espe- 
diente sobre responsabilidad que el Ministerio de Justicia 



] Esta comunicación se contestó simplemente de enterado. 
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exige á vd., en el juicio promovido por el Lie. Carlos Car- 
rera contra el Gobierno del Distrito, en el que pide resci- 
sión de contrato, daños y perjuicios sobre el sitio que com- 
pró en el Panteón de San Femando, la 3? Sala de este Tri- 
bunal con íecha 19 del presente, proveyó el auto que sigue: 

"Trascríbase al Juez la comunicación del Ministerio de 
Justicia, para que infonne con justificación dentro de. ter- 
cero dia, dándose á dicho Ministerio el aviso respectivo." 

La comunicación del Ministerio de Justicia es la que co- 
pio: 

"El O. Presidente de la República, por acuerdo de 29 de 
Julio de 1871, mandó cerrar entré otros el Vanteonde San 
Fernando, de esta Capital; y que en los Panteones hábiles, 
solo se hicieran inhumaciones en la tierra.'' 

Según aparece en esta Secretaría, el O. Lie. Carlos Car- 
rera habia comprado con anterioridad un sitio eu el Pan- 
teón de San Fernando, para sepujpro de familia, verifican- 
do en él las construcciones convenientes. 

Publicado el acuerdo de 29 de Julio," y dándose cumpli- 
miento, el C. Carrera demandó al Gotiíerno del Distrito, 
la rescisión del contrato é indemnización de daños y per- 
juicios. 

*Iío conoce ni es preciso que conozca esta Secretaría los 
fundamentos de la demanda; pero resulta de los hechos que 
se interponen con motivo de un acuerdo del Ejecutivo Fe- 
deral, que sujeta á este á sus consecuencias; y así, en últi- 
mo caso, la indemnización seria á cargo de los intereses de 
la Federación, á menos que el Ejecutivo revocase el acuer- 
do que dá margen á la cuestión. 

Es, por lo mismo, patente, que la Federación está intere- 
sada en dicha cuestión. 

El art. 97 de la Constitución general ante cuyo testo de- 
ben callar opiniones y leyes estrañas, previene en la frac. 
3?, que corresponde á los Tribunales de la Federación co- 
nocer de las controversias en que la Federación fuese par- 
te y el 98 en qué casos es la Corte Juez de 1? instancia. 

El O. Carrera, ocurrió al Juez de Distrito con su de- 
manda. 

La manera de interponerla pudo ocasionar, que el Juez 
de Distrito no se creyere competente; pero el hecho de in- 
terponerla ante él, comprueba que el mismo interesado es- 
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tímu competente al Juez Fedeml, para conocer de un asun' 
tx) que afecta los intereseB federales y motivado por una 
-disposición del Ejecutivo Federal. Por la deciaracion de in- 
competencia q\\e hizo el Juez, fué demandado el Gobierno 
del Distrito ante el Juez 39 de lo Civil de esta capital. El 
Gobierno del Distrito no compareció á la demanda, eva- 
cuando el traslado; y el Juez la dio for contestada en. re- 
beldía, y con un celo y actividad que seria laudable ver 
practicado en todos los casos, sustanció el juicio ño confor* 
me al art. 1385 del Código de procedimientos civiles, una 
vez que declaró la rebeldía por la no contestación de la 
demanda, sino en los términos que verá ese Tribunal Su- 
perior en la copia acy unta, eu la cual, ademas de la falta de 
observancia de la ley, se notíi la falsedad de «atribuir al Eje- 
cutivo la orden absoluta de suspender la tramitación, inva- 
diendo la independencia judicial, cuando en comunicación 
de 23 del corriente terminantemente se le dice: El O. Pre- 
sidente ha tenido ó bien acordar se diga á vd., sin que por 
esto se entienda que se injiere en los procedimientos judi- 
ciales, que entre tanto se resuelve quien y ante quien se ha 
de representar al Gobierno general en esta cuestión, sus- 
penda vd. los procedimientos, $alvo en el caso de prohibi- 
ción legal. 

También aparece en esa comunicación, que el Gobierno 
del Distrito repetidas veces manifestó al Juez, que él no 
era parte en la demanda; y que el Juez considerando la 
la cuestión de forma y no la importancia de su competen- 
cia, para evitarse de una responsabilidad^ continuó los 
procedimientos que pudo cortar según el art. 258 del Códi- 
go de procedimientos. 

El Tribunal verá que el Juez creyó deber conocer del 
asunto, porque no se interpuso la declinatoria en forma, y 
porque ya el Juez de Distrito se había declarado incompe* 
tente, á la vez que conñesa que no le era desconocido que 
por acuerdo supremo se clausuró el Panteón, y que cus^n- 
do la Federación está interosada en un asunto no puede co- 
nocer un Juez del fuero común. 

Y como la Constitución es Li ley suprema ante la cual 
toda creencia, ley ú opinión qu^ sq alegjue tiene que ceder; 
el art. 304 del Código de procediínientos dice de qué asun- 
tos son competentes los jueces del fuero común, y el art, 
258 del mismo Código autoriza al juez para inhibirse en los 
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dudosos; no obstante los motivos alegados, debió hacerlo 
obediencia á la Constitución y art. 304 citado. 

La 'notoria infracción de los arts. 97, 98 y 126 de la Oo 
titucion, así como de los arts. 304 y 1385 ^ del Código 
procedimientos y los demás que resultan violados en 
actuaciones del Juez 39 de lo Civil, en el juicio de que 
trata, le han hecho incurrir, á juicio del Ejecutivo, en 
ponsabilidad, y para que esta se haga efectiva, en obsequia 
de la buena administración de Justicia euyo prestigio ek 
conveniente mejorar, ha tenido á bien acordar el O. Pré- 
sidente dirija á vd. esta comunicación, sin perjuicio de qi£i^ 
el Gobierno haga uso de todos los recursos legales, an(4' 
quien corresponda, contra toda lo actuado por el Juez 3? ad- 
ío Civil, en el juicio en cuestión, por considerarlo nulo. 

Y cumpliendo con lo acordado por el C. Presidente, te 
verifiíío para conocimiento de este Tribunal y fines consK 
guientes. 

Independencia y Libertad. M^ico, Enero 28 de 1873. — 
José Dias Covarruhiasy 

Lo que en cumplimiento de lo mandado hago saber á vd* 
para los efectos correspondientes. 

Independencia y Libertad. México, Febrero 3 de 1873. — 
M. F. Arteaga. — Oficial Mayor. — C. juez 3? de lo Civil.— 
Presente. 



NUMERO 5. 

INFORME con justificación del señor juez 3? de lo Civil. 

Juzgado 39 de lo Civil. — Así como rae pareció estraordi- 
nario y verdaderamente inesplicable que, en pleno régimen 
constitucional cuya buáe es la división é independencia ab- 
soluta de los poderes públicos, el señor Oficial Mayor en- 
cargado del Ministerio dp Justicia é Instrucción Pública, 
me ordenase con fecha 23 del mes próximo pasado, que sus- 
pendiera mis procedimientos en los autos seguidos ante mi 
Juzgado, por el C. Carlos Carrera contra el Gobierno del 
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Oistvito, sobre rescisión de contrato é indemnización de da- 

ios y perjuicios; así no me ha sorprendido que mi resisten - 

úsk ú, cumpli.r con ese mandato, porque á ello se oponían mis 

ieberes como juez, me haya concitado la animadversión del 

señor Oficial Mayor, amenazándome el 28 del mismo raes 

c^on exijir.i.e la responsabilidad, y llevándolo á efecto en la 

Dota, de 19 del corriente dirijida al Tribunal Superior del 

I>ÍBtrito, que por disposición de esa 3? Sala se ha servido 

vd. trascribirme, para que informe con justiflcacic© sobre 

el contenido de esa comunicación. Voy á hacerlo, pues, con 

toda la verdad que es propia del funcionario público y del 

faoTiabre de bien, que no oculta ni tiene motivo para ocultar 

sus actos oficiales; pero también con toda la severidad de 

arpreciacion que debe usar ese íuni^narío, áquien se inten- 

t£t echar una mancha en su reputación, contra toda justicia, 

contra toda apariencia de razón. 

Antes de evacuar el infoime me permitiré manifestar á 
la. 3? Sala, que, por consecuencia de la comunicación del 
IMEinisterio de Justicia de 23 último, me pareció entrever en 
ella, haciendo á un lado una prevención que yo no podia 
cumplir, que al O. Presidente de la Eepública no se le ha- 
lóla dado noticia cierta y circunstanciada de las p^ipecias 
que hablan suijido en los autos que siguió el O. Carrera 
contra el Gobierno del Distrito; y creí muy de buena fé, que 
esplicando al Ministerio todo lo que habia pasado, el primer 
Magistrado de la nación revocaría su acuerdo, porque obser- 
varía que se le habia arrebatado con sorpresa; pero he te- 
nido el sentimiento de equivocarme: no solamente no se dic- 
tó la revocatoria, sino que el Ejecutivo estimó.que yo habia 
incurrido en una responsabilidad, y mi informe sirvió para 
dar una inteligencia estraviada á mis conceptos, en un sen- 
tido, y para buscar en otro la aplicación de ciertos artículos 
del Código de procedimientos civiles en mi contra, cuando 
ellos están muy distantes de decir lo que se ha querido que 
dijeran. El señor Oficial Mayor del Ministerio de Justicia 
ha debido comprender perfectamente bien la verdadera res- 
ponsabilidad en que ha incurrido al querer injerirse en los 
procedimientos judiciales, y ha creido que la amenaza de 
una respe nsabilidad podria hacerme someter y guardar si- 
• lencio. Muy al contrario: yo hablaré y hablaré muy alto 
ante mi ajuperíor, y iMpé uso de todos los recursos que las 
leyes me conceden, iSra que cada cual quede en su lugar y 
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se vea quien y cómo ha faltado á los preceptos coustitucí 
nales y a las leyes secundarias. 

En el informe que elevó al Gobierno Supremo i» pr 
ré esplicar con claridad que el O. Carlos Carrera no 
ante raí á promover el juicio contra el Gobierno del Dis 
to; que ocuriió á la Justicia Federal, porque supuso que 
reclamación afectaba los intereses de la Union; que el rep 
sentante de estos, que lo es el Promotor Fiscal de Haoie 
en primera instancia, declinó la jurisdictíion deljuez de I>i 
trito, sosteniendo que la cuestión era del fuero común, 
sustanció el artículo respectivo y se dictó un fallo el 15 
Julio del año próximo pasado, en el que se leen los siguí 
tes conceptos, sobre los que llamo la atención de la 3? 
del Tribunal Superion "Considerando por lo espuesto, q 
la simple intervención del Ministerio de Gobernación 
el caso, no varia, ni puede variar la naturaleza de un neg 
ció privado y de interés local, y sin participio de los de 
Secretarios del Despacho del Gobierno general, hace tam* 
bien comprender que aquella solo tuvo por objeto cara<jte- 
rizar los hechos que el actor refiere, y teniendo preBente h 
fracción 2? del art. 97 de la Constitución Federal, que d» 
jurisdicción á los Juzgados de Distrito para conocer en los 
negocios en que la Federación fuere parte, de cuya natura- 
leza carece el presente negocio;" (]ue esa resolución se elevé 
ala categoría de cosa juzgada i>or consentimieuto de las 
partes; que la misma demanda entablada ante el juez de 
Distrito se reprodujo ante mí; y que yo, visto el pedimento 
del Promotor Fiscal de Hacienda y el fallo, que me parecie^ 
ron fundados, deduje que mi competencia no era dudosa; 
pero sobre todo esperé á que el demandado hiciera uso.de 
sus defensas, á cuyo efecto le mandó correr traslado de co- 
pia de la demanda que pidió y recibió. 

H%sta aquí no me parece que haya, violado ni los artícu- 
los 97 y 98 de la Constitución, ni los 258 y 304 del Oódigo 
de Procedimientos civiles que se citan por el señor Oficial 
Mayor del Ministerio de Justicia. No los artículos consti- 
tucionales, porque sabia yo que toda la materia de panteo- 
nes ó cementerios corresponde esclusivamente á los <Jober- 
nadores de los Estados y del Distrito y al Gefe político de 
la Baja California, según las disposiciones de' la ley de 31* 
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de Julio de 1859, publicada en la capital el 6 de Enero Ae * 

1861, y á ellos toca disponer de la apertura de campos mor- 
tuorios nuevos y de la clausura de los que no se encuentren 
en las condiciones higiénicas enumeradas én aquella ley^- 
así como de su conservación, decoro, salubridad etc.; y qjue 
en ejercicio de aquellas facultades, el €• Gobernador del Dis- 
trito, Gabino Bustaraante, y después el O. Gobernador del 
Distrito Alfredo Ohavero, sin pedir autorización que teniau^ 
ya del legislador, sin buscar orden y ni siquiera consejo del 
Gobierno general, por sí y ante sí, celebraron con el O, Car- 
rera el contrato en virtud del cual cedieron á este la pro- 
piedad de un teneno en el panteón de San Fernando para 
levantar un sepulcro de familia; y estos antecedentes me 
hacían comprender perfectamente bien, que la Federación 
nada tenia que hacer con aquel contrato, como no lo ten- 
dria con otro semejante que ajustara el O. Gobernador de 
Zacatecas ó el dé Ohiapas, y que si de él hablan nacido de^ 
reahos y obligaciones en conflicto, el debate debiera tener 
lugar en los tribunales comunes, porque sí no sé que haya 
ley alguna que sujete á la jurisdicción especial de la Fede- 
ración los actos oficiales del Gobernador del Distrito, y tam- 
poco conozco disposición de nÍDgun género que eleve esos 
actos á la categoría de los de los Poderes de la Union.— 
lia rescisión de un contrato del Gobernador del Distrito 
con un particular era la materia del juicio, y conforme al 
mismo art. 304 del Código de procedimientos civiles citado 
por el señor Oficial Mayor, mi competencia para coiiocer de 
la cuestión era clara, pues no se trataba de un negocio que 
correspondiese á la Union, es decir, en que estuviera inte- 
resada la Nación entera, ó alguno de los Estados, sino 
simple y sencillamente á la municipalidad de México, me- 
nos acaso, al ramo de panteones de la ciudad que se halla 
bajo la administración y vigilancia esclusiva del Goberna- 
dor del Distrito. 

Supe en efecto por las publicaciones penódica^, que el 
29 de Julio del año próximo pasado se habia dictado un 
acuerdo por el Gobierno Supremo parala clausura de algu- 
nos panteones, entre ellos el de San Fernando; pero tam- 
poco me pareció que semejante resolución influyera en los 
derechos del O. Carrera y en las obligaciones del Gobierno 
del Distrito, y mucho menos que sacase el negocio de su 
fuero natural: ora porque reputé ese acuerdo fuera de la 

3 
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Órbita de las facultades del Ejecutivo, puesto que las 
posiones relativas á panteones debían emanar esclusi 
mente de los Gobernadores de los Estados y del Distrí 
del Gefe de la Baja-Oalifornia, sin que rae preocupara 
colisión de facultades, pues que el Gobernador- había 
tado el acuerdo y mandádole llevar á efecto: ora porque 
parecía comprender que, apesar del exceso, los interósea 
la Federación no se hallaban comprometidos, porque 
indemnizaciones debian de salir de un fondo especial y 
cal, sin que hubiera necesidad de llegar al estremo de 
Yocar el acuerdo que dio margen á la cuestión; ora por 
en último estremo, si habia una equivocación de nai pai 
el correctivo era muy fácil, con solo que el Gobierno del 
trito hubiera promovido con arreglo al Código, ó el mis 
Gobierno general si lo creia conducente, la inhibitoria 
jurisdicción. Esto no se hizo, se dejó adelantar la sus 
elación, y fenecido el término para oponer las escepci 
dilatorias y aun las perentorias, acusada la correspondiei 
te rebeldía, di por contestada la demanda y recibí el ne¡ 
cío á prueba en mi decreto de 14 de Octubre. 

Pero no solo no he violado los artículos constitucional 
citados por el señor Oficial Mayor, sino que ya hemos visi 
q le el 304 del Código de procedimientos civiles viene 
ni i apoyo, y por lo que se refiere al 258 del propio Oódig 
en verdad que no comprendo como se me pueda hacer 
c.irgo de no haber ejercitado el derecho ó la fiícuitad q 
\n ese artículo se me concede. JEl juez que tenga ras^ 
fundada para creer que conforme á derecho es inconipeteik 
le PUEDE inhibirse del conocimiento del negocio^ ha dicho ^ 
legislador. Yo no solo no tenia razón fundada para creeriiiisi 
incompetente, sino que precisamente tuve la razón contra 
rin, ya porque el respetíible j uez 19 de Distrito así lo hábil 
resuelto, á petición del representante de los intereses fede- 
r;iles, que debe conocer cuales son y hasta donde se estien- 
den, ya porque la naturaleza de la cuestión y los derechos 
comprometidos en ella tenían tal carácter de localidad, que 
nunca pude suponer que se les diera la proporción de un con- 
flicto internacional; y por eso aunque podia^ es decir, aun- 
que tenia facultad de inhibirme, no hice uso de ella, porqiié 
mi conciencia me decía que faltaría á mi deber. 

Antes he dicho qne apesar de que el Gobierno del Dis- 
trito recibió la demanda, no la contestó en ningún sentido, 
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y ahora agrego que concluido el término de prueba, el 16 
de Octubre me dírijió la primera comunicación el secreta- 
rio de ese Gobierno, en la que se excusaba de intervenir en 
el negocio porque el Ministerio de Gobernación era el que 
habia dado la orden respectiva y sostenido la prohibición 
de hacer inhumaciones en el panteón de San Fernando. Po- 
dria de plano haber rechazado esa nota, que como en otra 
parte he dicho revelaba por sí misma que el Gobernador 
quería desconocer el papel que representaba en el juicio, 
tomando el secretario parte en él sin tener carácter alguno 
legal; pero en este incidente, asi como en todos los demás, 
fui nimiamente escrupuloso y nada quise hacer de oficio: 
di vista á la parte de Carrera, y con su respuesta resolví, 
el 25 del mismo mes de Octubre, que no era de tomarse en 
consideración lo expuesto por el secretario y que continua- 
ba corriendo el término de prueba que se habia suspendido 
por causa de- aquella comunicación. 

Se me libró una segunda trascribiéndome otra del Mi- 
nisterio de Gobernación, en la que se insistía en mi incom- 
petencia, concluyendo con estas frases, de las cuales me 
permito llamar la atención de mi superior sobre la última: 

"es fuera de toda duda que dicho Juzgado de lo Oivil 

no es competente para conocer do este negocio, según lo 
previene la fracción III del art. 97 de la Constitución, y 
así cree el que suscribe debe vd. hacerlo saber al repetido 
Juzgado que ese GoTnerno promoverá lo relativo á la incom- 
petencia con arreglo á la legislación que nos rije?^ Esperé 
entonces y esperé después que se hiciera tal promoción, y 
nunca recibí de autoridad alguna judicial la correspondien- 
te inhibitoria, que era la que procedía según la legislación 
vigente, y que era la única que podia hacerme suspender 
mis procedimientos. Fué preciso decirlo así en el auto de 
13 de Noviembre, en el que reproduje lo resuelto en el- de 
25 de Octubre, concluyendo por disponer que se notificará 
al Gobernador del Distrito que en lo sucecivo -promoviera 
con arreglo á derecho. 

Aun recibí otras tres comunicaciones de 26 de Noviem- 
bre y 3 y 7 de Diciembre, en las que se me anunció que ya 
se daban las instrucciones correspondientes al Procurador 
General de la Nación para que gestionara lo que fuera con- 
veniente en defensa de los intereses del Erario, y tampoco 
ese alto funcionario, que yo sepa, dio paso alguno en el sen- 



20 

tido de las indicaciones del Sr. Oficial Mayor delMiniste 
de Justicia, sin duda porque comprendió que de* iiingui 
manera se hallaban comprometidos aquellos intereses en 
autos seguidos por Carrera contra el Gobierno del D 
trito. 

El juicio siguió su curso natural dentro de los plazos d 
signados por el Oódigo, haciéndose todas las notificación 
por instructivo á la parte demandada, acusándosele las c 
respondientes rebeldías en sü tiempo y sin precipitación 
ningún género, y la sentencia definitiva fué dictada por 
el 28 de Diciembre, condenando al Gobierno del Distrito 
la rescicion del contrato por el cual vendió al O. Carrera 
terreno en el Panteón de San Fernando, á la índemnizi 
cion de daños y perjuicios y al pago de los gastos judici 
les, y en ese fallo tuve cuidado de establecer como prim 
considerando el siguiente: "Considerando por lo que se 
fiere á la facultad que compete al Juzgado para conoctf 
en la cuestión materia de e«itos autos: que aunque el Oóifr 
go de procedimientos civiles haya hecho desaparecer la de- 
clinatoria de jurisdicción, dejando solo la inhibitoria, lacaáF 
no surte ni puede surtir efecto alguno legal mientras no se 
introduzca conforme á las reglas establecidas en esa le/ 
novísima, sí puede el presente Juez calificar por sí, si. es 6 
no de su resorte jurisdiccional la materia del juicio; y etf 
este sentido aceptando los fundamentos que adujo el Juei 
19 de Distrito en su auto de 15 de Julio del corriente año, 
reputa que faltando una ley que expresamente designe los 
tribunales especiales de la Federación, para conocer de las 
cuestiones que afectan directa ó indiiectamente al Distrito 
Federal y á sus intereses locales, los principios del derecho 
común son los aplicables, y la jurisdicción ordinaria la com- 
petente para conocer de aquellas cuestiones". 

Sin que se introdujera recurso alguno dentro del térmi- 
no designado en el art. 1500 del Código relativo, el actor 
promovió el- inciden te para que se declarara pasada en au- 
toridad de cosa juzgada la sentencia definitiva, y así lo re- 
solví el 23 del mes próximo pasado, previa la rebeldía que 
se acíusó al demandado y previa la citación para el auto en 
artículo. 

Hay que advertir que hecha la notificación al Gobernador 
del fcillo definitivo el 31 de Diciembre, su secretario, trascri- 
biendo una comunicación del Ministerio de Gobernación, por 
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indicación de éste Ministerio, vino á introducir la apelación 
el dia 10.de Enero; y tanto por la estemporaneidad como 
por la irregularidad con que se hizo uso del recurso, me fué 
preciso rechazarlo como lo dije en el auto á que acabo de 
hacer referencia. 

Fenecido el negocio, pues que solo restaba hacer la tasa- 
ción de costas, todavía se insistió por el Gobernador en que 
le dejase yo de considerar como parte, y al mismo tiempo 
recibí la comunicación del Ministerio de Justicia, en laque 
con una severidad inmerecida, y con graves equivocaciones 
de hecho, pues que tal lo era suppner que aun se estaba 
ventilando quien débia conocer y quien representar al Go- 
iiernOj se concluia con el párrafo siguiente, que aunque 
trascrito en la nota que contesto, necesito repetirlo muchas 
veces para no dudar de su existencia: "Por estas conside- 
raciones, el O. Presidente ha tenido á bien acordar se diga 
á vd., sin que por esto se entienda que se injiere en los pro- 
cedimientos judiciales, que entre tanto se resuelve quién 
y ante quién se ha de representar al Gobierno general en 
esta cuestión, suspenda v. los pbocbdimientos, salvo 
en el caso de prohibición legal". 

No era posible, verdaderamente no era posible creer que 
el O. Presidente de la República, cuyo talento y ciencia en 
el derecho constitucional son conocidos, y cuyas protestas 
repetidas varias veces de no apartarae del camino legal soú 
públicas, hubiera dispuesto que el Ministerio de Justicia 
se diiijíese á la autoridad judicial con aquella exijencia« que 
importaba por sí sola la intervención en la administración 
de justicia, con todo el peso y con toda la influencia de 
que se halla rodeado el Gobierno Supremo, y sin que la 
salvedad condujera mas que ha probar que ^1 Oficial Ma- 
yor del ministerio de Justicia tembló al darme la 6rééñ á 
que me vengo refiriendo, y creyó contentar su conciencia 
con estas palabras salvo en el caso de prohibición legal. 
¿Quién no sabe que en los negocios civiles, en los que loa 
jueces no obran de oficio sino á instancia de parte, si es- 
ta no está conforme, nunca, suspenden ni pueden sus- 
pender sus procedimientos conforme á los principios de 
jurisprudencia, reputándose por el Código Penal como abu- 
so de autoridad el del funcionario que indebidamente re- 
tarda ó niega á los particulares la protección ó servicio que 
tiene obhgacion de prestarles ó impide la presentación ó 
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el curso de una solicitud, así como que bajo cual«iuier 
testo se niegue á despachar un negocio pendiente anto 
imponiéndoseles penas hasta llegar á la suspensión en 
último caso (artículos 1004 y 1007 de ese Código)? ¿Oó 
pues, suponía el señor Oficial Mayoi* que yo pudiera cu 
plir con el acuerdo que me comunicaba, cuando debía 
ber perfectamente bien que la salvedad que reputaba u 
excepción era la de la regla general, y esto sin tomar 
consideración el ataque á la independencia del poder jn 
eialf Ó quiso, pues, decir algo con aquel mandato y 
algo era gravísimo, porque importaba para él una muy 
ria responsabilidad aun el intentar que yo incidiera en ell 
ó no quiso decir nada y mas valia que no lo hubiera eseí 
to, por el decoro y por el buen nombre del Gobierno Kt 
cional. 

Por esto vuelvo á repetir que no era posible creer que€l 
acuerdo se hubiera dictado en los términos en que se me 
comunicó: supuse que habia habido un err*>r; y tanto pflf 
esto como porque estaba seguro de que el Ejecutivo no e»- 
nocia con exactitud el negocio que se habia seguido en nrf 
Juzgado, así como sus precedentes, siendo una prueba de 
ello que todavía se repita por el Oficial Mayor que ni ^ 
quiera conoce ni necesita conocer los fundamentos de la de- 
smanda, me pareció prudente, como indiqué al principi% 
rendir un informe detallado al O. Presidente del curso que 
habia seguido la sustanciacion del -juicio, principalmente 
para que palpara que sus ajentes subalternos no habían te 
nido voluntad ó hablan carecido de la actividad y del cui- 
dado necesarios para defender los intereses cuya guarda 
les estaba confiada, y para que haciéndose un llamamiento 
á la reflexión, se retirara un acuerdo que podia formar m 
capítulo tremendo de acusación contra el Oficial Mayor que 
lo suscribió. ' Ese acto de prudencia, de buena fé y del de- 
seo de evitar el descrédito de la administración, no se^supo 
apreciar en todo lo que valia: excitó la indignación del en- 
cargado del despacho del Ministerio de Justicia; dio lugar 
á que se repitiera el abuso de autoridad; y aun á que des- 
cendiera del elevado puesto en que* se lialla aquel funcio- 
nario, para convertirse en mi acusador y procurar exijirine 
una responsabilifiad tan infundada como el origen de que 
procede. 

Pero volviendo al ataque del señor Oficial Mayor, supuso 
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tes y aliora supone que sustancié el juicio fiíltando á lo 
puesto en el art. 1«885 del Código de procedimientos ci- 
les, porque no mandé publicar ciertos autos de sustancia- 
Ion ni la sentencia definitiva; pero no reflxionó (lue en el 
bro hay dos especies de rebeldías, de las cuales unas son 
ift>soliitas que tienen por base las causas á que se refiere el 
^rt. 1380 del mismo Código, que suponen ausente al reo, 
^ue no se declaran de oficio sino á instancia de parte, según 
bl artículo siguiente, y que hace que el juicio se sustancie 
bon arreglo á las prescripciones del 1384 y siguientes; y 
Dtras especiales, relativas á una sola diligencia, como una 
nptiflcaoion, un traslado, etc., y que producen el efecto de 
que respecto de esa diligencia, la rebeldía la dé por practi- 
cada y el juicio continúe adelante entendiéndose siempre 
con el desobediente. En este segundo caso no hay necesi- 
dad de hacer publicación alguna, porque esta tiene por tíni- 
ca mira que las resoluciones lleguen á noticia del reldede 
declarado tal en el juicio, y por cierto que de una manera 
mas eficaz se logra el objeto con las notificaciones persona- 
les 6 por instructivo que se hacen por el actuario. No me ha- 
llaba, pues, yo en el caso de practicar los "Procedimientos 
estando ausente el rebelde" á que se refiere el capítulo 19 
tít. 69 del Código de procedimientos, porque el Gobierno 
del Distrito se hallaba presente y con él se entendieron to- 
das las diligencias, siendo el cargo que vengo contestando 
tan falto de tazón que no merece que se hable mas de él. 

Era necesario sin embargo multiplicar los capítulos de 
acusación, y por eSo el señor Oficial Mayor me echa en 
cara el celo y la actividad con que sustancié el juicio, agre- 
gando que seria laudable verlos practicados en todos los ca- 
sos. Se necesitan en verdad mucha mesura y mucha fuer- 
za de voluntad para contenerse en los justos límites al ver 
formulado ese cargo; porque si hubiera reflxionado el señor 
Oficial Mayor que nunca ha tenido motivo para dudar del 
empeño con que lleno mis funciones; si hubiera pasado sus 
ojos por los estados que he remitido al Ministerio de los nego- 
cios despachados por mí; si cojí la suficiente práctica foren- 
se, hubiera pensado que un juicio se retarda principalmen- 
te por las resistencias del demandado, por los recursos que 
introduce, por los óbices que opone á la marcha de la sus- 
taneiacion que es preciso examinar y resolver, lo que no su- 
cede cuando no hay defensa por una parte y hay actividad 




24 

sin descanso por la otra; habría concluido que, no precipi 
dos los trámites como no se precipit^irou en los autos se 
dos por Carrera contra el Gobierno del Distrito, era fi 
concluir pronto con ellos, sin grande esfuerzo y sin que Ha 
mará la atención el tiempo que trascurrió desde bu prind 
pió basta que se dictó la sentencia definitiva, durando bi 
cuatro meses, de Setiembre á Diciembre inclusive, y no i 
cluyendo los tres anteriores en que Carrera litigio ante 
juez 19 de Distrito. jSe necesita una esplicacion mayor 
ra dejar, evidenciada la lijereza de ese otro capítulo de 
sacion? 

Si no me equivoco, al rendir el presente informe, me 
rece que he dejado demostrado que ni he infringido los 
tfculos 97 y 98 de la Constitución, ni los artículos 304 
1383 del Código de Procedimientos Civiles en la sustandS 
cion del juicio á que me he venido refiriendo; que mis actof 
todos han estado arreglados A este último Código; y qvd 
por lo mismo es imaginaria la responsabilidad que supone 
el sefi jr Oficial Mayor del Ministerio de Justicia pesa soblé 
mí, y que ha intentado que se me exiga por mi inmediato 
superior. 

Antes de concluir debo suplicar á los Señores Magistra- 
dos de la 3? Sala que se sirvan leer el art. 126 de ia Oona- 
titucion, al que se supone que he fiíltado también, y su tex* 
to que establece como ley suprema de toda la Union la 
Constitución, las leyes del Congreso general y los tratados, 
y que limita la importancia de las leyes de los Estados en 
colisión con las federales, puede bien seivir de norma para 
calificar la exactitud con que se han traido los artículos ci- 
tados de la misma Constitución y del Código de procedi- 
mientos, para fundar una acusación que por honor del Ofi- 
cial M^yordel Ministeiio de Justicia era mejor que no se 
hubiera intentado 

Suplico á vd. que se sirva dar cuenta de este informe á 
la 3? Sala del Tribunal Superior, aceptando mis protestas 
de consideración. 

Independencia y Libertad. México, Febrero 6 de 1873.— 
Carlos M. JEscobav, — Señor Secretario de la 3? Sala del Tri- 
bunal Superior. — Presente, i 



1 No se pubHcan los justiflcanteM del anterior informe porque 
son innecesarios para el objeto con se dan á luz estos documentos. 
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NÜMEEO 6. 

. PEDIMENTO del señor Fiscal r Lie. D. Isidro Guerrero. 

El Fiscal dice: que el Ministerio de Justicia 6 Instrucción 
Pública se ha dirijido al Tribunal exijiendo la responsabili- 
dad al O. juez 39 del raaio civil por sus procedimientos en 
el juicio promovido por el Lie. D. Carlos Carrera contra el 
Gobierno del Distrito, sobre rescisión de contrato é indem- 
nización de daños y perjuicios. La 3? Sala, á quien tocó en 
turno el conocimiento del negocio, previno al juez que den- 
tro de tercero dia informara con justificación, y una vez cum- 
plido este decreto han pasado los autos al estudio del que 
suscribe para que pida lo que estime de justicia. 

El Fiscal está convencido de que es preciso que mejore el 
prestigio de la administración de justicia, como observa con 
mucha razón el C. Oficial Mayor del Ministerio del ramo, 
y por esto ha procurado estudiar concienzudamente no solo 
el cuaderno que tiene á la vista, sino las constancias de los 
autos originales, para fijar su opinión y- esponerla con la im- 
parcialidad y franqueza que exije la buena fé de su oficio;. 
y el resultado ha sido el convencimiento de que el referido 
C. juez 39 del ramo civil no ha incurrido en responsabi- 
lidad. 

En 29 de Julio de 1871 se publicó una orden del Supre- 
mo Gobierno mandando cerrar, por motivos de salubridad, 
varios panteones, entre los que estaba comprendido el de 
San Fernando, en el cual habia comprado el Lie. Carrera 
un terreno á perpetuidad y edificado un sepulcro destinado 
ájcontener los restos de las personas de sufi\milia. Algún 
tiempo después, este mismo letrado perdió á la señora su 
esposa, D? Eosa líegrete, y no pudiendo conseguir que el ca- 
dáver fuera sepultado en dicho monumento, tuvo que ocur- 
rir á la Asociación de Beneficencia Franco Suiza Belga, pa- 
ra que le proporcionara un lugar en su cementerio, y pré- 
nsente su demanda ante el C. juez 19 de Distrito reclamando 
la rescisión del contrato, el reintegro de trescientos pesos, 
que como precio del terreno enteró en la Tesorería Munici- 
pal y la indemnización de daños y perjuicios, que hizo as- 
cender á la suma de cinco luil cuatrocientos treinta y un 

4 
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pesos, setenta y siete centavos, importe de los gastos, mí 
teriales, mano de obra y honorarios del arquitecto, bajo 
ya dirección se construyó el sepulcro. 

El Juzgado mandó correr traslado al O. Promotor ITiscaj 
y este funcionario, fundándose en que no había ley que áá 
signara á los tribunales federales para conocer de los negó 
cios promovidos contra el Gobierno del Distrito, opuso ^ 
escepcion de declinatoria de jurisdicción y concluyó pidíeo; 
do, que en virtud de no ser parte la Federación, se declairi 
se incompetente el juez de Distrito y pasaran los autosj 
del fuero común que señalase la parte actora. El Liio. U^ 
Manuel Siliceo, representante del Lie. Carrera, contestó e) 
artículo, fundando la competencia de los tribunales federales^ 
siendo notable el calor con que sostuvo esta opinión, puea 
llegó al estremo de asentar en su escrito que la decUnatorSí^ 
había sido obra de la alucinación del Promotor (fojas l| 
vuelta de los autos originales); sin embargo, el Juagado If 
de Distrito, con fecha 15 de Julio del año próximo pasado^ 
falló el artículo declarándose incompetente, en virtud de que 
la Federación no es parte en el juicio y mandando que pa- 
saran los autos al Juzgado que designara el actor. 

Si pues es cierto, como asegura el O. Oficial Mayor del 
Ministerio de Justicia, que la Hacienda Federal está inte- 
resada en este negocio, es preciso convenir en que el funcio- 
nario que la representa por ministerio de la ley faltó á bus 
deberé?, sosteniendo lo contrario y conformándose con la 
resolución que la priva de sus jueces naturales y la sujeta 
al fuero común; pero el hecho es que la sentencia interlocu- 
toria fué consentida por la parte de la Federación y quedó' 
ejecutoriada en todas sus partes. 

En este estado pasó el negocio al juez 39 de lo Civil, quien 
tuvo que seguirlo en rebeldía del Gobierno del Distrito, que 
no contestó en forma ningún traslado, sino que se redujo á 
trascribir las comunicaciones de los Ministeros de Justicia 
y Gobernación, insistiendo en que era parte la Hacienda 
Publica y los juzgados del fuero común incompetentes para 
conocer del juicio. Se comprende sin esfuezo cual seria el 
conflicto en que se encontró dicho juez 3?, fluctuando entre 
aserciones contradictorias, pues mientras que el legítimo re- 
presentante del fisco, llevando la voz de la Federación, y el 
juez de Distrito aseguran y fundan que el Supremo Gobier- 
no no es parte; los Oficiales Mayores de dos secretarias de 
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Í^l3aclo^ hablando á nombre del mismo Gobierno, insisten 
piL <jae sí es partey tiene interés directo en el negocio. Olían- 
lo un funcionario judicial se encuentra colocado en este es- 
Í3f ^^Tiio, merece disculpa aun cuando incurra en algunos er- 
rores. 

I*or fin, los autos fueron fallos en definitiva en 28 de Di- 
biembre próximo anterior, declarando que es de rescindinse 
el contrato y condenando al Gobierno del Distrito á satis- 
^M3er la indemnizatíion que reclamó el Lie. Carrera y las 
^Oostas. Dicho Gobierno apeló fuera de tériüino y desecha- 
do el recurso, se declaró á petición del actor que la senten- 
cia ha causado ejecutoria. 

Estos son los procedimientos que han motivado ajuicio 

del Ministerio la responsabilidad, pues en su concepto se 

ban infringido notoriamente los artículos 97, 98 y 126 de la 

Constitución, así cómo los 304 y 1385 del Código de Proce- 

climientos civiles. 

Pasa el Fiscal á examinar estos preceptos, para concluir 
en vista de ellos lo que cree arreglado á derecho. 

El art. 97 de la Constitución se ccupa de los negocios cu- 
yo conocimiento corresponde á los tribunales federales y en 
la fracción 3? numera aquellos en que la Federación fuere 
parte, pero esta palabra "parte," dice el ilustrado S. D. Jo- 
sé María del Castillo Velasco, en sus "Apuntes para el es- 
tudio del derecho constitucional se toma en este punto con 
la acepción que se le da cuando se llaman partes á los con- 
tendientes en un juicio, es decir citando son litigantes, y no 
para significar aquello que de alguna manera tenga interés 
para la Union, porque esta lo tiene, ó lo debe tener, en to- 
dos los negocios públicos sin excepción, así porque se cum- 
plan las leyes federales, como porque se cumplan las leyes 
de los Estados; y lo mismo porque se. administre recta y 
^cumplidamente la justicia hasta en los mas apartados rin- 
cones del territorio nacional, como porque la administración 
pública sea perfecta; de lo que resultarla que no habría un 
solo caso, que no pudiera ser del número de las controver- 
sias de la competencia de los tribunales federales. Examí- 
nese la cuestión bajo cualquiera de sus aspectos; désele al 
precepto constitucional toda la estension de que sea suscep- 
tible y no se encontrará motivo racional para interesar á la 
Hacienda Pública en la demanda del Lie. Carrera, á no ser 
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que se diga que tiene interés en pagar las reclaniacio 
que se hacen al Gobierno local del Distrito. 

No puede decirse que esto se' huga por conservar el 
dito del Erario Federal, pues aparece de la comunicadi 
del Ministerio de Gobernación que se registra en estos 
tos, que ya el Supremo Gobierno declaró que no era ad 
fiibíe la rescisión del contrato pedida por el raismo Lie. 
rera y que no babia lugar á la indemnización solicitada 
algunos interesados. iSi, pues, el Gobierno Supremo c 
que no debe pagar, cual es el interés que tiene en eoosj 
tuirse parte en en el juicio? ¿Querrá acaso que se pon 
en duda 'sus resoluciones, y esponerse á un fallo des£akYi 
rabie? 

Por otra parte, el art. 883 del Código de procédimien 
asienta el principio jurídico, admitido por todas las nacici 
nes civilizadas y reconocido como indispensable para 
conservación de la sociedad, que enseña que la sentená 
ejecutoriada es la verdad legal y contra ella no se admite 
recurso ni prueba de ninguna clase: si, pues, el juez 3? dé 
lo Civil muestra una ejecutoria consentida por la parte del. 
Supremo Gobierno, en que está declarado que la Hacien- 
da de la Federación no es parte en el juicio, no queda mas 
recurso que respetarla como la verdad legal y sujetarse á 
sus prescripciones, pues supuesta la independencia del Po- 
der judicial, ni el juez, ni el Tribunal, ni el Gobierno, ni el 
Congreso mismo de la Union tienen poder para revocarla 
ni enmendarla. 

En vista' de dicha ejecutoria puede formarse el siguiente 
raciocinio: Deben conocer los tribunales federales de los 
negocios en que la Federación es parte; pero es una verdad 
irrevocable que en el promovido por el Lie. Carrera contra 
el Gobierno del Distrito, no es p^rte la Federación; luego 
no hay motivo para que de él conozcan los tribunales fede- 
rales. 

Seria inútil examinar los fundamentos que tuvo el juez' 
de Distrito para declararse incompetente, pues suponién- 
dolos por un momento destituidos de razón y de justicia, y 
contrarios si se quiere á la ley espresa, lo cierto es que al 
que lleva la voz del Gobierno por ministerio de la ley, le 
parecieron sólidos, se conformó con la sentencia y ni él 
mismo, ni su representado, han pedido contra el juez que 
la pronunció. Lejos de esto, parece que el C. Oficial Ma- 
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yor del Ministerio de Justicia, pretende disculparlo en su 
comunicación, pues dice que ^Ma manera de interponer la 
demanda pudo ocasionar que el juez de Distrito no se cre- 
yera competente," siendo muy notable que se ocultara á la 
notoria ilustración de aquel funcionario, que precisamente 
la manera de interponer la demanda, así como el pedimen- 
to del Promotor de Hacienda y la sentencia del mismo jue& 
de Distrito, pudo ocasiouar, como ocasionó en efecto, que el 
juez 3? de lo Oivil se creyera competente. ¿Si el primero es 
disculpable, por qué no el segundo? 

El sabio Oonde de la Cañada (Instit. pract. de los j uicio» 
civiles, cap. 11 nilm. 2) enseña que: "la ejecución que pro- 
cede de cosa juzgada, mantiene su perpetuidad con propor- 
ción á la que tiene su causa: ella es un efecto que debe 
guardar uniforme correspondencia con su origen; y tenién- 
dole en la misma cosa juzgada, que hace una verdad inalte- 
rable^ es preciso que los efectos de su ejecución lo sean 
igualmente." Pues bien, examinando los efectos de la sen- 
tencia interlDcutoria pronunciada por el juez P de Distri- 
to, se advierte que consisten en separar el negocio promo- 
vido por el Lie. Oarrera del conocimiento de los tribuna- 
les federales, y sujetarlo á los jueces del fuero común; de 
manera que en el momento en que el juez 39 de lo Oivil 
se hubiera declarado también incompetente, habria altera- 
do los efectos de una ejecutoria y quebrantado principios 
de derecho que son los tutelares de toda sociedad bien or- 
ganizada, • 

En tal virtud, juzga el fiscal, que el O. juez 39 de lo civil 
no ha infringido los artículos 97 y 98 de la Oonstituoion, 
ni el 304 del Código de Procedimientos. 

Es cierto que el art. 126 de la misma Carta Fundamen- 
tal de la Eepública previene que la Constitución, las leyes 
orgánicas y los tratados hechos por el Presidente de la Ee- 
pública con aprobación del Congreso, son la ley suprema, 
de toda la ^Union, y que á ella deben sujetarse los jueces 
de los Estados á pesar de las disposiciones en contrario que 
pueda haber en las constituciones ó leyes de los mismo» 
Estados; es cierto también lo que con tanta exactitud dice 
el C. Oficial Mayor del Ministerio de Justicia: que ante la 
Constitución toda creencia, ley ú opinión que se alegue, 
tiene que ceder; pero esto es una verdad cuando los pre- 
ceptos constitucionales, tengan aplicación, porque la Con»- 



titucioD es la ley suprema, pero no es la ley universal. TJal 
vez declarado por una ejecutoria consentida por el reprtl 
sentaote legítimo del Gobierno, que la Hacienda Fedeni 
nó es parte en el juicio, el artículo constitucional que tía 
ne aplicación en el. caso, es el 117 que di(fe á la letra: '*IJaÍ 
&cultades que no están espresamente concedidas por esti 
Constitución á los funcionarios federales, se entienden re* 
servadas á los Estados." 

Eesta hablar de la infracción del art. 1385 del Oóáigo dñ 
Procedimientos. Tratándose en él de la sustanciación que 
debe observarse cuando está ausente el rebelde, espres^ 
los autos que deben publicarse dos veces en el periódico! 
oficial para que lleguen á su noticia, tales son, el de prue- 
ba, la citación para sentencia, el fallo que se pronuncie y i 
los que decretan la ejecución y el remate. — En caso de au* 
sencia, no basta ciertamente fijar ima copia de los autos én I 
la puerta del Juzgado, porque no habría probabilidad de 
que llegara á noticia del ausente; pero el Gobierno del 
Distrito no estaba ausente, sino que antes bien tuvo cono- 
cimiento de todos los trámites del negocio, los ponía en co- 
nocimiento del Gobierno Supremo y por medio de ofícioA 
pretendía entenderse con el juez; tal vez se suponga que I» 
publicación por los periódicos habría servido para que el 
Supremo Gobierno se impusiera de la existencia del nego- 
cio; pero sin ella, estuvo al tanto de todo lo que pasaba, y 
aun dio sus instrucciones al O. Procurador General de la 
Nación pam que hiciera valer sus derechos. 

Este es el concepto que ha formado el fiscal sobré los 
procedimientos del O. juez 3? del ramo Oivil, y faltaría á la 
buena fé de su oficio, y aun á los deberes de la honrosa 
profesión que ha adoptado, si siguiera contra su concien'na 
las inspiraciones de la comunicación del O. Oficial Mayor 
del Ministerio de Justicia. Si alguna vez tuviéramos en 
México la desgracia de que la autoridad de la cosa juzga- 
da fuera atropellada y se culpara á un juez porque la res- 
petaba, seria una verdad que el prestigio de la administra- 
ción de Justicia se habia perdido para siempre. 

En virtud de lu espuesto, concluye el fiscal sujetando á 
la respetable aprobación de la Sala, las siguientes propo- 
siciones: 

1? El juez 39 del ramo Oivil de esta capital, no ha incur- 
rido en responsabilidad por sus procedimientos en el juicio 
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juido por el Lie. D. Oárlos Carrera, contra el Gobierno 
íl I>istrito, sobre rescisión de contrato y pago de daños y 
br juicios. \ ■ 

^ 2? Comuniqúese esta resolución al Ministerio de Jus- 

\ México, Febrero 13 de 1873. — Isidoro Guerrero. 



NUMERO 7. 



CARTA dirigida al señor Redactor en gefe del "Diario Oficial,'^ 
por el L. D. Carlos Carrera, escitándole á que publicara la sen- 
tencia de la 3* Sala del Tribunal Superior. 



Señor Eedactor en gefe del -"Diario Oficial." — Presente. 
— ^México, Marzo 18 dé 1873.-r-Muy señor mió. — Por or- 
den superior dio vd; publicación á la comunicación en la 
que el señor Oficial Mayor encargado del Ministerio de 
Justicia, acusó directaniíente ante el Tribunal Superior del 
Distrito, al señor juez 39 de lo Civil Lie. D. Carlos Esco- 
bar, por sus procedimientos en el juicio que seguí contra 
el Gobierno del Distrito sobre rescisión de contrato 6 in- 
demnización de daños y perjuicios. Como piiieba de im- 
parcialidad y por las consideraciones y miramientos á que 
son acreedores los funcionarios que están encargados de 
administrar la justicia, he de merecer de la caballerosidad 
de vd., que se sirva insertar en las columnas del "Diario 
Oficial" la sentencia cuya copia adjunto, en la que los seño- 
res Magistrados de la 3? Sala del Tribunal Superior, por 
unanimidad declararon, de acuerdo con el pedimento fiscal, 
que no habia lugar á proceder contra el espresado señor 
juez 3? de lo Civil. ^ 

Oportunamente verán la luz publica otros importantes 
documentos relativos al mismo negocio, para que se forme 
exacto juicio de lo que en él ha pasado. 
Me suscribo de vd. atento servidor. — Carlos Carrera. 
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NUMERO 8. 



SENTENCIA de la 3? Sala del Tribunal, Sujjerior declarando 
no había lugar á proceder contra el seftor juez 3? de lo CiviL 



México, Marzo 14 de 1873. — Visto el oficio del Miáis] 
rio de Justicia de 28 de Enero de este año, y las demás 
ligencias practicadas á su consecuencia, para determinar 
justicia si ba ó no lugar á formar causa al ciudadano y 
39 del ramo civil de esta capital, Lie. Carlos M. Escobar, 
sus procedimientos en el juicio seguido por el O. Lie. 
nuel Silíceo, en representación del de igual clase O. Oárl 
Carrera, contra el C. Gobernador del Distrito, sobre n 
sion de un contrato de venta de un terreno en el papi 
de San Fernando y pago de daños y perjuicios: Visto el 
forme j ustiñcado del espresado juez y la respuesta del 
Fiscal primero de este Superior Tribunal que concluye 
las siguientes proposiciones: "1? 151 juez 39 del ramo cij 
de esta capital, no ha incurrido en responsabilidad por 
procedimientos en el juicio seguido por el Lie. D. Oárl 
Carrera contra el Gobierno del Distrito, sobre rescisión 
un contrato* y pago de daños y perjuicios; 2? Comuníqi 
se esta resolución al Ministerio de Justicia:" Visto el ari 
en que se mandó dar cuenta con citación y señaló dia pi 
la vista, coh todo lo* demás que se tuvo presente y ver 
vino; Eesultando de las constancias remitidas por el ju( 
que el representante del actor en el espresado juicio, oci 
rió demandando al O. Gobernador ante el ciudadano jaj 
primero de Distrito de esta capital, y que á pedimento 
C. Promotor fiscal el Juzgado se declaró incompetente,} 
consentido su auto los de la materia se pasaron al juez 
cero de lo civil, que mandó correr traslado de la demand 
y previa la correspondiente rebeldía, la dio por contestac 
y mandó recibir el negocio á prueba por ocho dias; qi 
corriendo este término el C. Gobernador, por medio de 
secretario, dirijió varios oficios trascribiendo alguno 
Ministerio de Gobernación, míinifestando que no se creí 
parte porque la clausura del panteón de San Fernando 
hal>ia ordenado por el Gobierno general, y que por lo misi 



33 

con arreglo á la fracción 3? del ait, 97 de la Constitución, 
no era competente el Juzgado, todo lo cual desechó este, 
declarando que continuaba corriendo la dilación probato- 
ria, como en efecto continuó, lo mismo que el juicio hasta 
pronunciar sentencia definitiva, declarando que era de res- 
cindirse, como se rescindía el contrato que el O. Lie. Car- 
los Carrera celebró coik^el Gobierno drt Distrito,*y conde- 
nando á este al pago de trescientos pesos, importe del pre- 
cio del terreno, de cinco mil cuatrocientos treinta y un pe- 
sos setenta y siete centavos, á que ascendieron los gastos de 
construcción, y setenta pesos psigados á la Tesorería de la 
asociación Francesa, con les intereses al seis por ciento 
anual, calculados desde la fecha en que se hrcieron los gas- 
tos, y al de las costas del juicio, cuya sentencia la declaró 
en auto de 23 de Enero último pasado, en autoridad de 
cosa juzgada; y por último, resultando que por tales proce- 
dimientos, el Ministerio de Justicia en su citada comunica- 
ción, cree que se han violado, la fracción 3? del art. 97, el 
98 y 126 de la Constitución, y los artículos 258, 304 y 
1385 del Código de Procedimientos. Considerando: que pa- 
ra que haya lugar á hacer efectiva la responsabilidad de 
un juez, es necesario que por falta de instrucción ó por 
descuido falle Qontra ley espresa, y en el caso no puede 
sostenerse de un modo indisputable que tuvieran exacta 
aplicación los artículos 97 y 98 de la Constitución, pues 
tratándose de una demanda civil, dirigida bien ó mal con- 
tra el C. Gobernador del Distrito, y en vista del art. 108 
de la misma Constitución que previene que "en las deman- 
das del orden civil, no haya fuero ni inmunidad para nin- 
gún funcionario público," y de la ley de 31 de Julio de 
1859, que encargó á los Gobernadores de los Estados, del 
Distrito y al Gefe del territorio de la Baja-California lo 
relativo á los cementerios, camposantos y panteones, bien 
pudo el Juzgado 39 de lo Civil creerse competente, como 
en efecto así se creyó, para conocer del juicio promovido 
por el C. Carrera: que tal creencia se afirmaba mas con el 
hecho de haberse declarado incompetente el Juzgado Fe- 
deral, precisamente á solicitud del Eepresentante de la 
Hacienda Pública, y con la circunstancia de que se trata- 
ba de un contrato celebrado por el C. Gobernador, sin apro- 
bación del Supremo Gobierno, según se asegura en el in- 
forme del juez y no se contradice por el O. Fiscal, que ^íó 
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los autos originales; y por fin, teniendo presente que, a 
suponiendo que el O. juez se hubiera equivocado, seria 
error de opinión que no lo hace responsable; y en cuanto 
los artículos que se estiman infringidos en el Código de pro 
dimientos, verdaderamente y con toda exactitud no pued 
juzgarse infringidos, porque el 258 solo faculta al juez par 
inhibirse cuando teii|;a razón fundada, pero no le orden 
que lo haga, principalmente cuando se crea competente; < 
304 tampoco so ha violado, pues ya queda dicho que Jos ai 
tículos constitucionales 97 y 98 no comprenden el caso é 
un modo indisputable y fuera de toda duda, y el 1385 se rc 
fiere al rebelde ausente y no al presente. Por estas considé 
raciones y fundamentos legales espresados y ])or los de la res^ 
puesta fiscal, se declara por unanimidad, con arreglo al art^ 
14 del decreto dado en 24 de Mayo del año de 1813: Que m^ 
ha lugar á proceder contra el O. juez 39 del ramo Civil dtf 
esta Capital Lie. Carlos M. Escobar, por sus procedimien- 
tos en el juicio seguido por parte del Lie. Carlos Carrera 
contra el C. Gobernador del Distrito, sobre rescisión de ua 
contrato y pago de daños y perjuicios. Hágase saber, comu- 
nicándose por medio de oficio al Ministerio de Justicia. Así 
lo proveyeron y firmaron los CC. Presidente y Magistrados 
que forman la tercera Sala del Tribunal Superior del Dis- 
trito. — Ecli^niqíie. — Herrera. — Moreno, — José P. Mateos, 
secretario. 



NUMEEO 9. 



EL sefior Oficial Mayor del Ministerio de Justicia, insertando la 
comunicación que dirigió á la Suprema Corte da Justicia, esci- 
tándola á que se declare competente para conocer del juicio se- 
guido y terminado por el L. I). Carlos Carrera contra el Gobier- 
no del Distrito, introduce el recurso de cesación de la sentencia 
definitiva después de dos meses de haberse notificado á las 
partes. 

• 

Ministerio de Justicia é lostrucoion Publica. — Sección 1? 
— Hoy digo á la Suprema Corte de Justicia lo que sigue: 

"El Ejecutivo de la Union en uso de sus facultades, y por 
conducto del Ministerio de Gobernación limitó con fecha 
15 de Agosto de 1871, el uso de la propiedad en los panteo- 
nes de esta Capital, entre los que se encuentra el de San 
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femando, en donde el C. Carlos Carrera había comprado 
Gobierno clel Distrito un sitio para sepulcro de su fami- 
, el que comenzó á construirse antes de la clausura de 
bs panteones y se terminó después de acordada. 
^ "Hecha efectiva la clausura de panteones por el Gober- 
lador del Distrito, como agente del Gobierno Federal, el 
!!). Carrera pidió á dicho funcionario ^la rescisión del con- 
ítato y la indemnización de daños y perjuicios, y entonces 
ke resolvió por el Ministerio de Gobernación que no habia 
kigar á lo solicitado por el C. Carrera, porque no se habia 
Sespojado, sino simplemente limitado el uso de la propie- 
dad por una disposición general de policía, conforme á lo 
Idispuesto en el art. 829 del Código Civil. 

"íío conforme el O. Carrera con esta resolución, deman- 
dó judicialmente al Gobernador del Distrito, la rescisión é 
indemnización mencionadas, y dado aviso de esto al Minis- 
terio de Gobernación, se acordó que contestase el Goberna- 
dor que no era parte en el juicio que se le promovía, sino 
el Gobierno general, que era quien habia acordado la limi- 
tación de la propiedad, por la cual se pedia la indemniza- 
ción, y que el juez ante quien se habia formulado la deman- 
da, no era competente para conocer de ella, supuesto que 
en el caso de, hacerse la indemnización, debería hacerse de 
los fondos federales." 

"Ko obstante haberlo manifestado así el Gobernador al 
juez 39 de lo Civil de esta Capital, este sustanció el juicio 
en rebeldía, sin que, apesar de haber declarado suya la 
responsabilidad el Ejecutivo, el Procurador General de la 
Nación haya promovido nada para salvarla, por haber ma- 
nifestado á está Secretaría qué creía no deber intervenir 
en el asunto." 

"Como á pesar de la opinión del .Procurador General, el 
Ejecutivo cree que en el negocio de que se trata, suya es 
la responsabilidad por nacer de un acuerdo suyo, ejecutado 
solamente por el Gobernador del Distrito como su delega- 
do, según la ley de 18 de Noviembre de 1824, y como seria 
a cargo de las rentas federales la indemnización que pudie • 
ra decretarse, aun suponiendo que se aplicara la ley de 11 
de Abril de 1826, es notoria la incompetencia del juez del 
orden común, así como es incuestionable y legal la compe- 
tencia de los tribunales de la Federación, según el art. 97 
jie la Constitución Federal." 
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• 

^^La única duda que pudiera surgir seria la de si, en i 
negocio en cuestión, corresponde á la Corte Suprenaa el a 
nocimieuto desde la primera instancia, ó solo ^1 de la si 
gunda ó tercera; pero el Gobierno tiene la convicción ^ 
que este es uno de los casos que deben considerarse coii 
comprendidos en el art. 98 de la Constitución, que estal» 
ce la competencia d^ la Suprema Corte desde la primei 
instancia, porque aquí la Union es parte, y se trata de 
acto inmediato del Supremo Poder Ejecutivo, que son 
circunstancias que la Corte ha tenido presentes para 
dar su competencia desde primera instancia, aplicando 
esto los arts. 22 y 23 de la ley de 14 de Febrero de 
que así lo establecen." 

"En virtud de lo espuesto y no debiendo dejar sin defi 
sa los intereses federales, porque el Procurador general 
la Nación no crea deber promover lo conveniente, el O. 3 
Bidente de la Eepública ha tenido á bien acordar me diri^ 
á esa Suprema Corte, como tengo el honor de hacerlo, pm 
moviendo que en la forma legal se declare competente pa^ 
ra conocer de este asunto, como se ha declarado ya en csk 
sos análogos, y al efecto le acompaño copia de todo el esJ 
pediente." 

Y lo trascribo á vd., por acuerdo del C. Presidente debí 
Eepública, manifestándole que aun cuando el Ejecutivo cree 
que en vista de las razones que se esponen á la Suprema 
Corte, esta declarará su competencia; sin embargo, para que 
en todo evento no queden sin defensa los intereses federa- 1 
les, interpone el recurso de casación contra la sentencia 
que pronunció el Juzgado de su cargo el 28 de Diciembre 
último, en el juicio promovido por el C. Lie. Carlos Carre- 
ra contra el Gobierno del Distrito; por haberse violado en 
él los arts. 97, 98 y 126 de la Constitución, 304 y 1385 del 
Código de procedimientos civiles, sin que se entienda por 
esto que se reconoce jurisdicción en los Tribunales del fue- 
ro común para conocer del asunto de que se trata, y advir- 
tíóndole que dicha sentencia se notificó al Gobierno del 
Distrito el 3 de Enero próximo ' pasado y se comunicó á 
esta Secretaría el 8 del propio mes, según aparece de las 
constancias que obran en el espediente respectivo. 

Independencia y Libertad. México, Febrero 28 de 1873. 
— J. Diaz DovarruTnas. 

C. juez 3? de lo Oivil.^^-Pre^pjite. 
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NUMERO 10. 



SE niega el recurso de casación por improcedente y extemporáneo. 

Juzgado 39 de lo Civil. — Se ha recibido en este Juzgado 
el sábado 8 del actual, poco antes de las doce del dia, la 
comunicación oficial de vd., que*trae fecha 28 del mes próxi- 
mo pasado. En ella se sirve vd. trascribirme la que se ha 
dirigido á la Suprema Corte de Justicia, excitándola para 
que se declare competente en el negocio que el Lio. D. Car- 
los Carrera ha seguido ante el Juzgado de mi cargo contra 
el Gobierno del Distrito, por rescisión de contrato y pago 
de daños y perjuicios; y ademas me comunica el acuerdo 
del C. Presidente de la Eepáblica para que el Ministerio 
de su digno cargo y en defensa de los intereses federales, 
para todo evento interponga como interpone el recurso de 
casación, contra la sentencia que pronunció el Juzgado de 
mi cargo en el negocio referido el 28 de Diciembre último, 
y que se notificó al Gobierno del Distrito el 3 de Enero 
próximo pasado. 

En contestación tengo el honor de decir á vd., que el 
Juzgado que es á mi cargo no puede ni debe reconocer per- 
sonalidad alguna en el Ministerio de Justicia para interve- 
nir ni promover recurso alguno en un juicio en que ha re- 
caído una sentencia que se ha declarado ejecutoriada, y en 
el cual solo se han considerado úuicas partes legítimas al 
Lie. Carrera y al Gobierno del Distrito. Que aunque yo 
pudiera y debiera conceder personalidad al Supiemo Gobier- 
no en este negocio, el recurso está interpuesto contra el te- 
nor espreso de los arts. 1621, frac. 9?^ del ait. 171, 1622 y 
172 del Código de procedimientos. 

Lo que manifiesto á vd., para que se sirva dar cuenta al 
C. Presidente de la Eepública. 

Independencia y Libertad. México, Marzo 10 de 1873. 
— Carlos M. Escqbar. 

C. Oficial Mayor encargado del Ministerio de Justicia. — 
Presente. 
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NÜMEEO 11. 



SE introduce el recurso de denegada casación. 

Ministerio de Justicia é Instrucción Pública. — Secc¡(H^ 
1? — Se ha recibido en esta Secretaría el oficio de vd. fecbfl 
de ayer, en el que manifiesta que no debe ni puede recen 
en este Ministerio personalidad alguna para intervenir 
promover ningún recurso en el juicio seguido en el Juz. 
do de su cargo entre el O. Lie. Carlos Carrera y el GroHl^ 
no del Distrito; y que aunque pudiera conceder la per 
nalidad, no puede dar entrada al recurso de casación qii 
se le interpone por estarlo contra el tenor espreso de 1 
arts. 1621, frac. 9?, del 171, 1622 y 172 del Código de pr. 
cedimientos civiles. 

Impuesto de su contenido el O. Presidente de la Eepui 
blica, ha tenido á bien acordar diga á vd., que ya se toma 
nota de que ese Juzgado no reconoce como parte al Grohíer^ 
no Supremo, por conducto y representación de esta Secre- 
taría; pero como es el Supremo Gobierno la parte interesa^ 
da y el juicio se siguió en rebeldía, toda vez que no com- 
pareció el demandado á contestar la demanda, se está en 
el caso del art. 1623 d,el Código de procedimientos, y sure*; 
lativo 1402; y como ha sido en ese Juzgado 39 que se h 
declarado ejecutoriada la sentencia, ante él se interpone e 
recurso de casación, conforme al art. 1621, que se dice con-J 
trario á ello, y por no haberse admitido según la comuni- ' 
cacion que se contesta, esta Secretaría entre tanto, y por , 
no dejar sin defensa los intereses de la Federación, inter- 
pone el recurso de denegada casación, y pide al Juzgado el 
certificado respectivo, para ocurrir al superior judicial. 

DígolQ á vd., en contestación á su oficio citado para los 
efectos que se espresan. 

Independencia y Libertad. Mjéxico, Marzo 11 de 1873. 
J. Diaz CovarriibiaSy 

C. juez 39 de lo Civil. — Presente. 
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NÜMBEO 12. 



SE admite el recurso de denegada casación. 



Juzgado 39 de lo Civil. — Aunque me sea preciso insistir 
en que no puedo ni debo reconocer como parte legítima al 
Supremo Gobierno, en el juicio que el Lie. Carlos Carrera 
siguió contra el G-obierno, del Distrito, sobre rescisión de 
contrato ó indemnización de daños y perjuicios; aunque, 
por otra parte, tampoco debo reconocer al supremo G-obier- 
no ocurriendo á los tribunales y litigando directamente, 
porque hay un alto funcionario que está encargado por la 
ley de tales gestiones; y aunque sean irregulares las dili- 
gencias que han practicádose desde que por el Ministerio 
de Justicia se interpuso el recurso de casación, desechado 
en cumplimiento de lo dispuesto por el Código de procedi- 
mientos civiles; deseando que mi superior conozca todavía 
mas el negocio á que esta comunicación se contrae y la ma- 
nera como ha sido sustanciado por mí; he dado el acuerdo 
respectivo al actuario que lo fué del juicio, para que espi- 
da al Supremo Gobierno el certificado de denegada casa- 
sion que vd. solicita en su nota de ayer, que he recibido 
hoy á la una de la tarde, y que dejo así contestada para 
que se sirva elevarlo al conocimiento del C. Presidente de 
la Eepública. 

Independencia y Libertad. México, Marzo 12 de 1873. 
— Garlos M. Escobar. 

Sr. Oficial Mayor del Ministerio de Justicia. — Presente. 
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